
 

ECONOMÍA
ABC Sábado 11/7/202630

José María Camarero 
Madrid 

El Gobierno se expone a un efecto do-
minó con las centrales nucleares si au-
torizase definitivamente la prórroga 
de la vida útil de la planta de Almaraz 
(Cáceres), la primera que se enfrenta al 
calendario de cierres diseñado en su 
día por Transición Ecológica. El Ejecu-
tivo teme que una hipotética prórroga 
derive en un escenario en el que el res-
to de instalaciones se sumen a recla-
mar esa extensión a medida que se va-
yan cumpliendo sus plazos. Si así ocu-
rriese, el ministerio se expone a que la 
nuclear siga activa en España mucho 
más allá de 2035, superando las previ-
siones establecidas en su plan estraté-
gico hasta 2030, el año en el que está 
asentado el cumplimiento del Plan Na-
cional Integrado de Energía y Clima 
(PNIEC) en vigor. 

Esta es una de las grandes dudas que 
se plantean los responsables estatales 
antes de tomar una decisión definiti-
va sobre la planta extremeña, para la 
que tendrá dos meses una vez se co-
nozca el dictamen del Consejo de Se-
guridad Nuclear (CSN) sobre su futu-
ro. Si este organismo avala la prolon-
gación de la vida de Almaraz, como todo 
parece indicar y anticipó ABC, la cen-
tral podría permanecer activa al me-
nos hasta 2030, parcheando un primer 
asalto con el que el Gobierno no se sien-
te cómodo a la hora de autorizar la ex-
tensión. Sería «un mal menor», apun-
tan diversas fuentes vinculadas a la de-
cisión gubernamental. 

El problema llegaría, indican esas 
mismas fuentes, si se generase un más 
que probable contagio al resto de plan-
tas que esperan la resolución de Alma-
raz para saber cómo actuar. Los pro-

pietarios de Ascó I y II y Vandellós (Ta-
rragona), Cofrentes (Valencia) y Trillo 
(Guadalajara) –las tres, en manos de 
Iberdrola, Endesa, Naturgy y EDP, en 
distintas proporciones– tendrían un 
argumento para sumarse a la ola de pe-
ticiones para prorrogar su actividad. Y 
ese contexto implicaría que la última 
nuclear con actividad se iría mucho 
más allá de 2035, el año en el que el ac-
tual acuerdo entre Gobierno y compa-
ñías había fijado el fin de la energía ató-
mica en España. 

Si la decisión de prolongación de 
vida útil en manos de Transición Eco-
lógica se circunscribiera a Almaraz 
–con los dos reactores más potentes 
del sistema eléctrico peninsular–, per-
mitiría al Gobierno salvar una bola de 
partido, sin tener que preocuparse por 
el suministro del sistema; con más mar-
gen para seguir instalando renovables 
y capacidad de almacenamiento du-
rante los tres años de esa medida ex-
cepcional, y sobre todo sin resquebra-
jar las costuras del PNIEC, uno de los 
compromisos más férreos que mantie-
ne el Ejecutivo en materia energética. 
Pero si el ejemplo de Almaraz desen-
cadena una ola de peticiones posterior, 
se daría paso a mantener abiertas más 
allá de 2035 otras centrales y el fin nu-

clear no llegaría, como mínimo hasta 
más cerca de 2040 que de los compro-
misos del Ejecutivo. 

Las grandes energéticas implicadas 
en esta solicitud esperan la primera de-
cisión, que puede suponer un punto de 
partida para el resto de instalaciones. 
Con sus tiempos, con sus procesos y 
con sus singularidades: cada una tiene 
una potencia, se encuentran en ubica-
ciones estratégicas, mantienen intere-
ses político-económicos diferentes y 
disponen de un peso accionarial hete-
rogéneo. A pesar de este abanico de in-
tereses, los propietarios de las nuclea-
res se han mantenido a favor de pro-
longar su vida. Eso sí, siempre que las 
condiciones financieras lo permitan. 
Esto es, insistiendo en la necesidad de 
rebajar impuestos y otras cargas. 

Calendario burocrático 
El primer paso de todo este calendario 
burocrático lo tiene que dar el CSN. Aun-
que todo apunta a que el organismo ava-
lará que Almaraz siga técnicamente 
funcionando más allá de 2027, la fecha 
en la que estaba previsto el cierre de uno 
de sus dos primeros reactores. Antes 
de finales de este mes se conocerá el in-

forme sobre el estado de la central ca-
cereña. El departamento dirigido por 
la vicepresidenta tercera, Sara Aagesen, 
se mantiene en sus trece: esperan el dic-
tamen del CSN «sin más valoraciones 
que puedan interpretarse como una in-
terferencia a su labor». 

No obstante la capacidad de influir 
solo será ejecutada en caso de que sea 
negativo, es decir, que el supervisor nu-
clear considere que técnicamente no 
pueda seguir operando. En tal caso, se 
deberá aplicar el calendario de cierre 
pactado, y en 2027 se desactivaría uno 

MONCLOA TEME QUE ALMARAZ  
ARRUINE SU PROMESA DE  

UN CIERRE NUCLEAR EN 2035
El Gobierno recela de validar la prórroga hasta 
2030 tras el informe del Consejo de Seguridad 
Nuclear para no alentar una ola de peticiones  

de otras centrales que desactive su compromiso 
de echar el cierre a esa fuente de energía

Antonio Ramírez 
Madrid 

Renfe ha optado por repetir parte de 
las oposiciones a operador comercial 
tras detectar irregularidades en la prue-
ba psicotécnica verbal celebrada el pa-
sado 6 de junio. El examen se repetirá 
el próximo 25 de julio según oficializó 
ayer el operador público y afectará a 
más de 2.000 aspirantes que se presen-
taron a optar por alguna de las 600 pla-
zas ofertadas y que han superado la 
prueba de conocimientos y la psico-
técnica numérica. 

Según Renfe, se ha optado por repe-
tir la prueba siguiendo la recomenda-
ción de los análisis técnicos y jurídicos 
realizados y de acuerdo con las reco-
mendaciones emitidas de la Abogacía 
del Estado. La ferroviaria del Estado 
defiende que la decisión se adopta des-
pués de que la compañía recibiera di-
versas reclamaciones relativas a una 
posible coincidencia entre parte del 
contenido de dicha prueba y materia-
les externos, lo que podría suponer una 
reproducción ilícita de la prueba. 

A lo que se refiere Renfe es a la de-
nuncia de algunos opositores que se-
ñalaron que 35 de las 36 preguntas de 

Renfe repetirá el examen para operador 
comercial tras la denuncia de filtraciones

APORTACIÓN NUCLEAR 

20% 
El conjunto de plantas 
nucleares inyectan una 

quinta parte de las necesida-
des de consumo de luz cada 

año, con estabilidad en su 
producción a lo largo del 

ejercicio.
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de sus reactores. Pero si hay un aval del 
CSN, el Gobierno puede decidir cerrar-
la. La decisión definitiva de Moncloa 
no llegará inmediatamente después del 
informe del Consejo. El delegado del 
Gobierno en Extremadura, José Luis 
Quintana, confirmó esta semana que, 
una vez el organismo emita su juicio, 
el Ejecutivo presidido por Pedro Sán-
chez se tomará un plazo de dos meses 
para adoptar una decisión sobre la so-
licitud de prórroga durante tres años 
más de lo previsto. 

Cuanto más tiempo pase, Sánchez 

puede enfrentarse al mismo dilema 
electoral que tuvo en las pasadas elec-
ciones autonómicas extremeñas. Cita 
electoral en la que el futuro de Alma-
raz pesó en buena parte de las locali-
dades afectadas. Ante unas generales, 
el núcleo de Tarragona es el especial-
mente sensible a esta realidad energé-
tica. Ya que, los partidos independen-
tistas han reclamado que Ascó siga ac-
tiva, otra patata caliente sobre la que 
el Ejecutivo tendría que pronunciarse 
con el bagaje de lo que haya hecho en 
primer término en Almaraz.

Exterior de la Central 
Nuclear de Almaraz, 

en Cáceres.ABC

la prueba de aptitud verbal coincidían 
con material de preparación que la aca-
demia Eticop había distribuido previa-
mente entre sus alumnos días antes del 
examen. Las preguntas habían sido for-
muladas por People Experts, empresa 
que había resultado adjudicataria de la 
realización de las pruebas. 

Tras solicitar la empresa pública un 
informe técnico al proveedor responsa-
ble de la prueba, People Experts entre-
gó a Renfe el pasado 24 de junio la docu-
mentación requerida donde la consul-
tora afirma haber analizado materiales 
difundidos en redes sociales, canales de 
mensajería, documentos aportados por 
candidatos y archivos atribuidos a aca-
demias, concluyendo que los documen-
tos externos examinados «constituyen 
una reproducción del contenido de la 

prueba oficial utilizada en el proceso», 
según el informe emitido por la Aboga-
cía del Estado al que ha tenido acceso 
este periódico. 

En el mismo se señala que un núme-
ro indeterminado de candidatos «pudo 
haber tenido acceso previo a dicho con-
tenido» y que existe una gran probabi-
lidad de vulneración «del principio de 
igualdad, mérito y capacidad», lo que ha 
llevado a recomendar la anulación de la 
prueba verbal aplicada el 6 de junio de 
2026, una decisión que ha recaído en el 
Tribunal de la convocatoria tras ser pe-
dido por la Abogacía del Estado. 

«Renfe quiere subrayar que la inci-
dencia detectada tiene su origen en cir-
cunstancias externas al desarrollo y or-
ganización del proceso selectivo por par-
te de la compañía», aclararon.

A
lberto Núñez Feijóo ha calificado el 
absentismo laboral de «cáncer que no 
podemos pagar» y ha propuesto que los 
trabajadores de baja no cobren el 100% de 

su salario. La izquierda se le ha lanzado al cuello: 
Pedro Sánchez lo acusa de recortar derechos, 
Yolanda Díaz replica que estar enfermo no es una 
elección y Mónica García zanja que las bajas son 
un acto médico y que, por tanto, no puede haber 
fraude. Pero, más allá de la refriega partidista, el 
debate que Feijóo ha abierto es tan incómodo 
como necesario. 

Los datos son elocuentes: en 2016 se iniciaron 
en España 4,9 millones de procesos de incapacidad 
temporal; en 2025, casi 10 millones. Y si medimos 
el stock en lugar del flujo, el porcentaje de ocupa-
dos que no trabajó por incapacidad temporal ha 
pasado del 2% al 4,4% en una década, situándonos 
a la cabeza de Europa. El coste directo ronda los 
20.000 millones de euros anuales (la cifra de 
30.000 millones que ofreció Feijóo está inflada por 
una doble contabilización), pero el IVIE estima 
que, sumando la producción perdida, la factura 
total supera los 90.000 millones. 

Es verdad que una parte de este incremento 
admite explicaciones ajenas al fraude: hay más 
gente trabajando, la población ocupada ha 
envejecido, la pandemia ha modificado la gestión 
laboral de las enfermedades respiratorias y las 
crecientes listas de espera sanitarias alargan la 
duración de bajas legítimas. Ahora bien, tan 
ingenuo es sostener que todas las bajas son 
fraudulentas como que ninguna lo es. Y los 
indicios de que existe fraude son poderosos: el 26% 
de las bajas se solicita en lunes; el 16% de los 
trabajadores (los repetidores a la hora de solicitar 
bajas) concentra el 70% de todas ellas y explica la 
práctica totalidad del aumento de la última 
década; el número de bajas crece cuando la 
economía va bien y se desploma cuando va mal; y 
la evidencia internacional (Alemania, Suecia o los 
funcionarios españoles tras 2012) muestra que, 
cuando se recorta la prestación, las solicitudes  
se hunden. 

Pero, si hay algún fraude en las bajas, ¿por qué 
no funcionan los controles médicos que invoca la 
ministra García? Por información asimétrica: 
certificar una baja no equivale a verificar la 
dolencia que la justifica. Hay patologías, como las 
algias o la depresión, que carecen de prueba 
diagnóstica concluyente y que un sistema sanita-
rio saturado no puede fiscalizar debidamente. No 
por casualidad, más de dos tercios del aumento de 
los días perdidos desde 2018 proceden de esas 
dolencias difícilmente verificables; y no por 
casualidad, cuando esas bajas prolongadas 
solicitan la incapacidad permanente y se exami-
nan con detalle, entre el 64% y el 79% terminan 
denegadas. 

Cabe legítimamente objetar que, con la propues-
ta de Feijóo, pagarían justos por pecadores. De 
acuerdo: pero entonces formúlese una alternativa 
menos dolorosa para los justos e igual de eficaz 
frente a los injustos. Lo que resulta demagógico e 
irresponsable es negar el problema para no tener 
que reformar nada. Aunque, tratándose de una 
clase política tan o más fraudulenta que quienes 
defraudan con las bajas, quizá no debería sorpren-
dernos: entre bomberos no se pisan la manguera.  ●

JUAN RAMÓN RALLO 

El tabú de las bajas 
laborales
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